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                                            QUEJA-280/2015-2 INFOMEX


San Luis Potosí, San Luis Potosí, 10 diez de septiembre de 2015 dos mil quince.


Vistos para resolver los autos que conforman del expediente 280/2015-2 del índice de esta comisión, relativo al recurso de queja, interpuesto vía infomex por ELIMINADO 1 contra el CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, por conducto de su PRESIDENTE, a través de su JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA, de su PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA y de su PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN  y,
R E S U L T A N D O S

Solicitud de acceso a la información pública


PRIMERO. El 2 dos de junio de 2015 dos mil quince Eliminado 1  presentó una solicitud de acceso a la información pública al CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, a través del sistema electrónico infomex, misma que quedó registrada con el folio electrónico 00139715 ciento treinta y nueve mil setecientos quince, solicitud que refiere lo siguiente:

De conformidad con el texto vigente de los artículos 95 fracciones I a V, 116, fracción III, de la constitución federal, (sic) 73 fracción IV ley (sic) general (sic) de transparencia (sic), 57 fracción XXIII constitución (sic) local de san (sic) luis (sic) potosí (sic) y 18, fracción VI ley (sic)  de transparencia (sic)  estatal (sic)  al considerarse información de utilidad e interés público, solicito la documentación completa difundida a través de la internet que consideró el congreso del estado (sic)  para elegir magistrado del supremo (sic)  tribunal (sic)  de justicia (sic)  a armando (sic)  rafael (sic)  oviedo (sic)  abrego (sic)  y que deberá ser cuando menos las condiciones para el ingreso, convocatoria y fecha de publicación en periódico oficial, documento que acredite el goce de buena reputación, el que acredite servicio con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia, el no haber ocupado el cargo de secretario o su equivalente, el haberse distinguido por su honorabilidad y competencia, sus antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica y en otras ramas de la profesión.
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Tipo de Captura Electronica
Tipo de Solictud Informacién Publica
‘Dependencia que recibe a solicitud

Unidad de Tnformacién Publica H. Congreso del Estado de San Luis Potosi
Descripcin de l solicitud de informacién

De conformidad con e texto vigente de los articulos 95 fracciones 1a V, 116, =
fraccion 111, de la constitucién federal, 73 fraccion IV ley general de
{transparencia, 57 fraccion XXIII consfitucion local de san luis potosi y 18,

(No hay archivo adjunto)

Archivo adjunto de la solicitud

Regresar al reporte.




 (Visible en la foja 1 de autos).

Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública 

SEGUNDO. El 9 nueve de junio de 2015 dos mil quince el CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ dio contestación a la solicitud de acceso a la información pública mediante el mismo sistema infomex de la forma siguiente:

[image: image2.png]Informacin disponible via Infomex || Datos de la solicitud

En atencién 2 Ia solicitud de informacion, me permito hacer de su conocimiento que la misma se encuentra disponible en
medios electrénicos, por lo que puede consultarla en este sistema. NOTA: La informacién pusde venir en archivo adjunto, favor
de verificarla. Gracias por ejercer su derecho a Ia informacion

Descripeion de la respuesta terminal [Se adjunta archivo ZIP, que contiens respuesta a su peticion.

Brchive, adiunto demrpoesta teminal - Rfalinromex 00139715 Resp. Sol. 640-15.0.2ip

Regresar al reporte.
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HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO Oficio N° LX/UIP/SI/232/2015
UBRE Y SOBERANO

Son Luts Potoet Junio 09, 2015
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Con fundamento en lo establecido por los articulos, 6° segundo de la
Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 17 Bis de la Constitucion
Politica del Estado de San Luis Potosi; 16 fraccién I, 73 y 76 de la Ley de
Transparencia y Acceso a la Informacién Piblica del Estado; en respuesta a su
Solicitod de Informacion PabIca Infomex con nGmero de Folio 00139715 de fecha

dos ce Junio de |a presente anualidad, la cual queds registrada en esta Unidad bajo
el namero 640/15, por este medio ke informo:

Que de acuerdo a la respuesta proporcionada por el Presidente de la Comisién de
Justica mediante Oficio CJ-LX-31/2015 de fecha 5 de junio de 2015 y el Presidente
de la Comision de Gobernacién Oficio CG-LX-19/2015 de fecha S de junio de 2015,
en ia cusal hacen de conocdimiento lo sigusente:

“Hago de su conocimiento gue la eleccién del Lic. Armando Rafael Oviedo Abrego,
se sustenta en términos de los articulos, 96 y 97 de la Constitucion Politica del Estado
Ubre y Soberano de San Luis Potosi, que 2 la letra precisan:

“Articuto 96. EI Supremo Tribunal de Justicia se integra con diediseis
numerarios,

En caso de que ef Congreso rechace I3 propuesta, ef Gobernador del
Estado presentara una nueva en ios términos del prrafo anterior, s/
segunda ruera

Cuando cese o condluya el efercicio de una magistratura por cuakquier

causa, el Efecutivo presentara af Congreso 1as respectivas propuestas ™.
(Enrasis afiadico)







 [image: image4.png]"Articulo 99.- Para ser Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia se
requiere:

1~ Ser mexicano por nacimiento, y ciudadano potosino en pleno
eercicio de sus derechos politicos y civies;

1L~ Tener cuando menos treinta y cinco afios el dia de su
nombramiento, y no més de setenta y tres afios de edad;

1L~ Tener el dia de su_nombramiento, su titulo profesional de
licenciado en derecho con una antigliedad minima de diez afios,
expedido por autoridad o istitucidn legalmente facultada para ello y
acreditar e ejercicio profesional por el mismo tiempo;

1.- Gozar de buena reputacion y no haber sido condenado por delito
que haya ameritado pena privativa de lbertad de més de un afio; pero,
si se tratare de robo, fraude, falsificacion, abuso de confianza u otro
que lastime serizmente la buena fama en el concepto publico,
inhabillara para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;

V.- Haber residldo en el Estado durante los dos afios anteriores al dla
de su nombramiento; y.

V- No haber ocupado el cargo de Secretario de Despacho 0 su
equivalente, Procurador General de Justicia, Diputado Local, o
Presidente Municipal en el afio inmediato anterior ol dia de su
nombramiento.

Para ser Magistrado supernumerario deberdn cumplirse los mismos.
requisitos.

Los nombramientos de los  magistrados  deberdn  recaer
preferentemente entre aquells personas que hayan servido con
eficiencia, capacidad y probidad en Ia imparticion de Justici; 0 que
hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes
en el gerco de I3 profesidn del derecho.
(€nfasis aftadido)”

"Por lo que, sirvase encontrara adjuntos los documentos que acreditan los requisitos
2 los que alude el transcrito articulo 99 de Iz Constitucion Estatal, colmados por &/
Lic. Armando Rafael Oviedo Abrego, los que han sido testados, en apego a Io que
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establcen os rumerales, 39113cion X1, 32, 3, 35,y 41 del Ley de Transparenci
 Acvess 2 o Informacion Publica oel 5tado de Son Luls Ptos], s normacidn
Gervada del rocedimiento ce eeccidn &5 publca, con excepcdn de ks datos
personges.

Por ko anterior e informo que la documentaes se encuentan disporibles ora su
consula en f Unidad de Iformaén Publca del H. Congres del Estado, aue e
<0 Domiclo en Pro. Pedeo Vallelo No. 200 Zoni Centr San Lus Poos), SLLP.
Telifono 144 15 00 Ext. 1534 1621,

En el caso e que requiera copias foostticas, e nformo e 1as versiones estin
sponites pevio nago e derechos po concerto de 41 (CUARENTA Y UNO) copas
Simples, pago aue deberd de reslzar en I ventanla recaudadors de I Secretaria
e Finanaas de Estado y presentacin del recio respectio en esta Unidad de
Informacia; conforme a o estalecdo po a raccin IV, del articulo 92 de a ey
e Hacenda para o Estado G San L otos, ade 1 It previene:

Wticulo 92. Por lo senvicios que 5@ tan 2 cotinuacn se causardn os derechos
que s mencionan en sequids, expresados en Salaios minos” 1acc V. Copias
Toostitcas simples de, c3os, cecrtos leyes  demids documentos 3 os que.
pued tener acceso el piolco, 0.1 por 0"

i mismo y en atencién a I estalecdo en e tercer pérafo del atco 73 de la
Ley de Transparenciay Acceso Informacén Piblca,se hace de su conociierto
Qe pora cusluier nconformidad relacnada con 1a respuesta a su solctd de
informaciin, puede Interponer que ate a Comisén Esatal d Garanti de Acceso
&2 Informacién Piblca (CEGAIP) en un plozo que o exced 15 dias hibles,
Conforme a I que estblecen los articulos, 8 y 99 de fa ey cada.

En espera de cumpi con L expectathas T Su peicn, retero ladisposicié para
senie.

C.. IGNACIO ALATORRE LOPEZ
JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACION





 (Visible de las fojas 3 a la 6 de autos).
Inconformidad del solicitante 

TERCERO. El 16 dieciséis de junio de 2015 dos mil quince el solicitante de la información interpuso el recurso de queja ante esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado en contra de la respuesta a su solicitud de información pública mencionada en el párrafo anterior, recurso que quedó registrado en el sistema infomex como RR00014315  catorce mil trescientos quince.

Admisión del recurso de queja

CUARTO. El 17 diecisiete de junio de 2015 dos mil quince la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que admitió a trámite el presente recurso de queja; se tuvo como ente obligado al CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, por conducto de su PRESIDENTE, a través de su JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA, de su PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA y de su PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN; se le tuvo al recurrente por señalado domicilio para oír y recibir notificaciones; la Presidente de esta Comisión anotó y registró en el Libro de Gobierno el presente recurso con el expediente 280/2015-2; se requirió a los entes obligados para que rindieran un informe en el que argumentaran todo lo relacionado con el presente recurso y remitieran todas las constancias conducentes que tomaron en cuenta para emitir la respuesta en el sentido en que lo hicieron; también las autoridades debían de informar a esta Comisión de Transparencia si tenían la obligación legal de generar, administrar, archivar o resguardar la información solicitada; que de conformidad con el artículo 77 de la ley de la materia se les hizo saber a los entes obligados que para el caso de que argumentaran la inexistencia de la información al momento de rendir su informe, deberían de remitir copia certificada de las constancias que acrediten las gestiones que han realizado en relación con dicho numeral, lo anterior con independencia de las facultades con que cuenta este órgano colegiado de acuerdo con ese artículo; asimismo se les requirió para que manifestaran si existía impedimento legal para el acceso o la entrega de la información solicitada y debían fundarlo en las hipótesis establecidas en los artículos 41 y 53 de la ley de la materia, es decir, cuando se tratase información reservada o confidencial; asimismo se les apercibió que en caso de no rendir el informe en la forma y términos requeridos se le impondrían en su contra las medidas de apremio establecidas en el artículo 114 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; se les corrió traslado con la copia simple del escrito de queja y de sus anexos; se les previno para que acreditaran su personalidad, así como para que señalaran persona y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad.

Rendición del informe


QUINTO. El 1 uno de julio de 2015 dos mil quince la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que el día 25 veinticinco de junio tuvo por recibido el oficio LX/UIP/105/2015 firmado por el Jefe de la Unidad de Información Pública del CONGRESO DEL ESTADO, junto con cuatro anexos; se le tuvo por reconocida su personalidad; se le tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado; se declaró cerrado el periodo de instrucción y se turnó para tal efecto a la ponencia de la Comisionada M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo cual se procedió a elaborar la presente resolución y,

CONSIDERANDO

Competencia

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer y resolver la presente queja de conformidad con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 Bis, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado, por lo que se procede al estudio del asunto en cuestión y el dictamen de la presente resolución.

Vía


SEGUNDO. La vía elegida por el promovente es la correcta, en razón de reclamar ante este órgano colegiado la violación a su derecho fundamental de acceso a la información pública, ya que se inconforma con la respuesta por parte del ente obligado a su solicitud de información, supuesto éste que se encuentra en los artículos 74 y 98 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Recurso

TERCERO. Resultó procedente la admisión y substanciación del recurso de queja, toda vez que el recurrente observó íntegramente las formalidades establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, porque cumplió con cada uno de los requisitos exigidos por los artículos 100 y 102 de la invocada ley.

Temporalidad del recurso


CUARTO. El medio de impugnación fue planteado oportunamente, es decir, dentro del plazo de los quince días que establece el primer párrafo del artículo 99 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública fue el 9 nueve de junio de 2015 dos mil quince y el presente recurso fue interpuesto el día 16 dieciséis del mismo mes del año en curso, es decir, al quinto día hábil, sin contar los días 13 trece y 14 catorce por ser sábado y domingo respectivamente.

Legitimación 


QUINTO. En la especie Eliminado 1 es el legitimado para interponer el presente recurso de queja, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a éste es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio.
Consideraciones y fundamentos

SEXTO. El solicitante acudió a esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública a interponer el medio de impugnación de que se trata, en contra de la respuesta proporcionada por el ente obligado.

1. Estudio del agravio.

Pues bien, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública analiza el agravio del recurrente de conformidad con lo siguiente:

1.1. Agravio.

Dicha palabra en sentido muy amplio, es el equivalente a un perjuicio o, en sentido estricto es la afectación de un interés jurídico subjetivo del solicitante de la información o, en otras palabras, es la afectación que el quejoso manifiesta en su derecho de acceso a la información en el sentido de que la respuesta transgrede cualquiera de los supuestos previstos el primer párrafo del artículo 98 de la propia ley de la materia.


En efecto, aunque la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado no establece esa palabra ni en sentido amplio ni en sentido estricto, ésta se desentraña del primer párrafo del artículo 98
 de la Ley de Transparencia que establece algunos de los supuestos por los cuales los recurrentes pueden presentar el recurso de queja ante esta Comisión de Transparencia y que son cuando a las personas se les niegue el acceso a la información o considere que la información que le fue entregada es incompleta, no corresponde con la que pidió o bien, no esté de acuerdo con la entrega de la información en tiempo, el costo de la información, su formato o la modalidad de entrega.


Ahora, esos supuestos mencionados se traducen como agravios que no son más que la transgresión a la Ley de Transparencia y, a la luz de las inconformidades de la recurrente –agravio– ya que de éstas se desprende de las propias manifestaciones que el quejoso realiza en su recurso de queja.

1.2. Agravios del recurrente.

En la especie el recurrente manifestó como motivo de inconformidad que el Congreso hizo una simulación, ya que lo “invitó” a recoger la documentación del nombramiento que debe de publicarse en la página de internet para que a través de la red mundial se conozca y que se debe de observar la Ley de Acceso a la Información del Estado San Luis Potosí (sic) que incluye la obligación de publicar los documentos que concluyeron con el nombramiento de un magistrado, miembro del Poder Judicial y que es de interés público que favorece a la rendición de cuentas de cara a la sociedad mexicana. 

Así, en esencia el recurrente se inconforma por la modalidad de entrega de la información, ya que el ente obligado sobre la información que aquél le pidió, le manifestó que derivado de la modalidad en que la poseía debía de pagar la reproducción y, el quejoso alega que esa información debe de estar publicada en la página oficial de la autoridad, es decir, debe estar de forma electrónica y reiteró su solicitud de acceso a la información pública. 

1.3. Agravio parcialmente fundado.

La parcialidad de lo fundado del agravio depende de que al recurrente le asiste la razón en parte en el motivo de inconformidad que al efecto expresó, esto es, que efectivamente está demostrado que hay una transgresión al derecho de acceso a la información pública en términos del artículo 98 de la Ley de Transparencia.
Ya se ha dicho, que en esencia, el recurrente en su motivo de inconformidad manifiesta que el nombramiento del magistrado en mención debe de hacerse a través de la página electrónica del CONGRESO DEL ESTADO, en el cual deben de publicarse los documentos que concluyeron con el nombramiento de dicho magistrado, ya que dice que es de interés público.
Así, efectivamente como lo plantea el recurrente en la especie, esa información debe de publicarse en la página electrónica del ente obligado, como información pública de oficio.
En efecto, de conformidad con el artículo 3°, fracción XX de la Ley de Transparencia la información pública de oficio es aquélla en que las entidades están obligadas a difundir de manera obligatoria, permanente y actualizada la información prevista en los artículos del 18 al 25 de esa ley, esto es que a esa información se pueda acceder desde un medio electrónico sin que medie solicitud de acceso a la información pública.
Ahora,  es necesario precisar que el artículo 19, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y el lineamiento décimo octavo de los Lineamientos Generales para la Difusión, Disposición y Evaluación de la Información Pública de Oficio establecen respectivamente lo siguiente:
ARTICULO 19. Además de la señalada en el artículo 18 de esta Ley, las entidades públicas deberán poner a disposición del público, de oficio, en forma completa y actualizada, la siguiente información:

[…]

III. El directorio de servidores públicos con referencia a su nombramiento oficial, tabulador, sueldos, salarios, remuneraciones mensuales por puesto, viáticos, viajes, gastos de representación, así como cualquier percepción o remuneración que reciban los servidores en ejercicio de sus funciones; en este caso no se podrá apelar al derecho de protección de datos personales;

DÉCIMO OCTAVO. Para efectos de lo dispuesto en la fracción III del artículo 19 de la Ley, el directorio de servidores públicos, debe contener y detallarse la siguiente información:

I. Nombre del servidor, precisando nombre completo y apellidos;

II. Puesto que desempeña, con la especificación clara del nivel del que se trate, detallando el grado de distinción ya sea por letra o número en cada uno, con la remuneración mensual por puesto, y cualquier otra percepción que reciban en el ejercicio de sus funciones.

III. Domicilio oficial, especificando calle, número exterior e interior, las calles entre las que se encuentre el domicilio, colonia, ciudad, número telefónico directo o conmutador con extensión oficial, número de fax y dirección electrónica oficial, desde su titular hasta el nivel de jefe de departamento.

La información a que se refiere el presente artículo deberá ponerse a disposición del público incluso las modificaciones, en un plazo de no más de quince días hábiles a partir de que se genere.

Esto es, que es verdad que es obligación del ente obligado publicar de manera electrónica en su página oficial la información referente, a los nombramientos, sin embargo, es necesario precisar que los nombramientos de los que hay obligación de publicar son los que tiene que ver, en el caso de los artículos citados, directamente con el propio CONGRESO DEL ESTADO es decir, a los miembros que integran ese Poder y por lo tanto, no hay obligación de publicar electrónicamente los nombramientos que haga el CONGRESO DEL ESTADO y que se refieran a, en este caso, el Poder Judicial del Estado, es decir, que sobre éstos no hay obligación del ente obligado de publicar en su página electrónica esa información, cuando se trate de la fracción III del artículo 19, de la Ley de Transparencia y el lineamiento décimo octavo de los Lineamientos Generales para la Difusión, Disposición y Evaluación de la Información Pública de Oficio.
Sin embargo, lo que sí hay obligación de publicar para la autoridad es la información a que se refirió el solicitante referente a la elección que hizo sobre el magistrado de que se trata.

Lo expuesto es porque, en el artículo 21, fracción IX, de la Ley de Transparencia refiere que:

ARTICULO 21. Además de la señalada en los artículos 18 y 19 de esta Ley, el Poder Legislativo deberá poner a disposición del público, de oficio, y en forma completa y actualizada, la siguiente información:

[…]

IX.-Resoluciones diversas tomadas por las comisiones de gobierno interior y legislativas, por el Pleno o la Diputación Permanente;
En el caso, la información que pidió el recurrente se trata de una resolución del CONGRESO DEL ESTADO en el que eligió al magistrado de la terna que propuso el Poder Ejecutivo de conformidad con el artículo 96, primer párrafo
 de la Constitución Política del Estado en relación con el artículo 17, fracción I
, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
Así, la elección de magistrado a que se refirió el solicitante, en el caso, debe de ser de aquélla información que el ente obligado está obligado a publicar de oficio, pues se trata de una elección, incluso relevante, ya que se da a conocer a través de la publicación, quién, de acuerdo de la propuesta de terna del Poder Ejecutivo, el CONGRESO DEL ESTADO eligió a quien debiera ocupar ese cargo y, ello evidentemente de que trata sobre una elección a través de una decisión de este poder y, que el conocerse ese tipo de información de manera oficiosa mediante la publicación de manera electrónica contribuye a la rendición de cuentas.
Es por ello que el agravio del recurrente sobre esta parte, resultó fundado, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

1.4. Modalidad de la entrega de la información.


Por ende, al resultar fundado el agravio, la autoridad debe entregar electrónicamente la información, es decir, en la modalidad en que le fue solicitada, pues de conformidad con el artículo 68, fracción IV
, de la Ley de Transparencia, las personas que deseen acceder a la información pública pueden pedir al ente obligado la modalidad en la que desean recibir la información pública y, en el presente caso, si la solicitante lo hizo vía electrónica mediante el sistema infomex entonces se está en el supuesto de que por ese medio el ente obligado la debe de entregar.


Lo anterior tiene sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.

Criterio el anterior que de conformidad con el artículo 10
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que el mismo orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de la aquí autoridad.


Además, también es verdad que el artículo 69
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado establece que las personas que así lo prefieran podrán enviar su solicitud de acceso a la información pública por medio de los sistemas electrónicos disponibles, que implementen las entidades públicas y que éstas deberán adoptar todas las medidas que revisten certeza en el envío y recepción tanto de las solicitudes como de las respuestas.

1.5. Parte del agravio que resultó infundada.
Por otra lado y, como se adelantó, no toda la información que el solicitante pidió debe de estar publicada de forma electrónica, pues en el caso hay información que, si bien es cierto es pública, la misma no siempre debe de estar en un portal electrónico como se expone a continuación.
Así, ante todo es necesario precisar que el ente obligado no negó toda la información por no poseerla, sino porque de acuerdo a ella, sólo recibe la información que le envía el Poder Ejecutivo para poder hacer la elección de magistrado. Lo anterior se visualiza en el recuadro siguiente:

	Información que el solicitante pidió y que tratan sobre la elección del magistrado
	Respuesta del ente obligado

	1. Condiciones de ingreso.

2. Convocatoria.

3. Fecha de publicación en el Periódico Oficial.

4. Documentos con los que acredite el goce de buena reputación, eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia.

5. Documento que acredite que el magistrado electo no ocupó el cargo de Secretario o su equivalente.

6. Documento que acredite que el magistrado electo se distinguió por su honorabilidad.

7. Documento que acredite que el magistrado electo se distinguió por su competencia.

8. Documento que acredite sus antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica y en otras ramas de la profesión. 
	A todo lo anterior, el ente obligado respondió:
[image: image6.png]"Hago de su conocimiento que la eleccién del Lic. Armando Rafael Oviedo Abrego,
se sustenta en términos de los articulos, 96 y 97 de la Constitucion Politica del Estado
LUibre y Soberano de San Luis Potosi,






Respuesta que es correcta, porque del cúmulo de información que ha quedado descrito y que el recurrente solicitó, no es obligación de tenerla como tal por parte del ente obligado, ya que esa información el aquí ente obligado no la genera.
En efecto, como bien lo dijo el aquí ente obligado en su respuesta a la solicitud de acceso a la información pública –además de que ya quedó visto en párrafos anteriores– no es obligación del CONGRESO DEL ESTADO tener la información como la refirió el solicitante, pues efectivamente como lo establece el artículo 96 de la Constitución Local para la elección de magistrado numerario, el Gobernador es quien propone al CONGRESO DEL ESTADO una terna de acuerdo al número de magistrados a elegir, los cuales la legislatura correspondiente hará la elección y, en esa postura, la aquí autoridad responsable es quien recibe únicamente la información que le envía el Gobernador, empero no es aquélla quien la genera.
Ahora, en esa postura el ente obligado en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública aclaró al solicitante que, los requisitos para ser magistrado están comprendidos dentro del artículo  99
 de la propia Constitución Local y, derivado lo anterior, el CONGRESO DEL ESTADO sólo recibe la información que el Gobernador del Estado le envía para que aquél haga la elección de conformidad con el artículo 80, fracción XIII
 del cuerpo normativo de que se trata. 
Consecuentemente y del análisis de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, el ente obligado cumplió con el acceso a la información, pues nunca le negó la misma al ahora recurrente –la que poseía y que no era toda como la requería el solicitante– sino que, incluso le dijo la forma de adquirirla mediante la reproducción de la misma, situación que incluso es correcta, ya que la autoridad le informó al solicitante que la información debía de entregarse en versión pública en virtud de que la información que poseía contenía datos confidenciales. Esto último incluso tiene sustento en el criterio 15/2009
 emitido por el Comité de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Página 969, Novena Edición, Julio de 2012.

 En otras palabras, la respuesta por parte del ente obligado sobre la parte que puso a disposición del solicitante la información que poseía y, en la versión en que la tenía –además de los costos de reproducción por ser información que debía de ser entregada en versión pública– es correcta, por ello esa parte del agravio es infundada, máxime que, como se adelantó tampoco existe obligación de publicar la información a que se refiere este apartado de estudio, en la página electrónica del ente obligado. 

Así, en el presente caso se cumplió con el acceso a la información pública porque el ente obligado no obstante de no generar la información, puso a disposición del solicitante la que si poseía, ello en términos del artículo 5°, primer párrafo y primera parte del artículo 76
 de la Ley de Transparencia, ya que toda la información en posesión de los entes obligados, es un bien público cuya titularidad radica en la sociedad, por tanto, debe estar a disposición de cualquier persona y que las unidades de información pública de cada entidad sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos, lo que en el caso acontece. 
2. Efectos de la resolución.

En conclusión y con fundamento en los artículos  81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esta  Comisión de Transparencia modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el presente considerando y, por ende, se conmina al sujeto obligado para que entregue al quejoso la información que éste pidió en su solicitud de acceso a la información pública y que es:

· Los documentos en donde conste la elección del magistrado Armando Rafael Oviedo Abrego por parte del CONGRESO DEL ESTADO.

3. Modalidad de la entrega de la información.

Como el procedimiento fue tramitado vía infomex y dado que de acuerdo a dicho sistema electrónico concluye con la notificación de la presente resolución y que por ende, lo que se pretende es que la quejosa acceda a la información y en el caso concreto éste señaló un correo electrónico para oír y recibir la información, por este conducto –correo electrónico del quejoso– el ente obligado debe de entregar la información. 


4. Plazo para el cumplimiento de esta determinación.


Lo anterior lo debe realizar el ente obligado en un plazo que no deberá exceder de 10 diez días hábiles contados a partir de la notificación de esta resolución y vencido este término, esta Comisión lo requiere para que en tres días hábiles adicionales informe sobre el cumplimiento del presente fallo con los documentos fehacientes, -original o copia certificada- con fundamento en el artículo 131, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, aplicado de manera supletoria a la Ley de la materia, de conformidad con su artículo 4.


5. Apercibimientos.


5.1. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente proveído en los términos expresados, se entenderá que no está cumplida la resolución y se aplicarán en su contra la primera medida de apremio consistente en una amonestación privada, de conformidad con el artículo 114, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 


5.2. Asimismo, en caso de que la autoridad no cumpla con lo determinado por esta Comisión de Transparencia, se le apercibe en el sentido de que iniciará inmediatamente el procedimiento para la imposición de sanciones prevista por los artículos 15, 84, fracción XX, 109, fracción IV, y 106 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, SE RESUELVE:

RESOLUTIVO


ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese personalmente la presente resolución al ente obligado de conformidad con lo dispuesto por los artículos 106, 108, 119 y 122 del Código de Procedimientos Civiles de este Estado de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí de acuerdo con su artículo 4 y al quejoso por el medio que designó.

Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión extraordinaria de Consejo el 10 diez de septiembre de 2015 dos mil quince, los Comisionados Numerarios integrantes de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y, licenciado Oscar Alejandro Mendoza García, siendo ponente la primera de los nombrados, con fundamento en los artículos 81, 82, 84, fracciones I y II  y 105, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública vigente en esta Entidad Federativa, quienes firman con la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que autoriza y da fe. 

	         COMISIONADA PRESIDENTE

                  M.A.P. YOLANDA E. 

                  CAMACHO ZAPATA


	          COMISIONADA

     LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  



	COMISIONADO 

LIC. OSCAR ALEJANDRO

MENDOZA  GARCÍA
	
	SECRETARIA EJECUTIVA

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA QUEJA 280/2015-2 QUE FUE PRESENTADA VÍA INFOMEX EN CONTRA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 10 DIEZ DE SEPTIEMBRE DE 2015 DOS MIL QUINCE. 
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Eliminado 1. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene dato personal correspondiente al nombre del recurrente.
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� ARTICULO 98. La persona a quien se le niegue el acceso a la información, considere que la información entregada es incompleta, no corresponde con la requerida en su solicitud, o no esté de acuerdo con el tiempo, costo, formato o modalidad de entrega, podrá interponer queja ante la CEGAIP.


� ARTICULO 96. El Supremo Tribunal de Justicia se integra con dieciséis magistrados numerarios, electos por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso; además, por quince magistrados supernumerarios. Para su elección, el Gobernador propondrá al Congreso, al triple de personas respecto del número de cargos por cubrir, dentro de los cuales la Legislatura hará la elección respectiva en el término de treinta días. Si vencido ese plazo no se hubiera hecho la elección, el titular del Ejecutivo procederá a hacer el nombramiento de entre las propuestas.


En caso de que el Congreso rechace la propuesta, el Gobernador del Estado presentará una nueva en los términos del párrafo anterior; si esta segunda propuesta fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que, dentro de la misma, designe el Gobernador del Estado.


Cuando cese o concluya el ejercicio de una magistratura por cualquier causa, el Ejecutivo presentará al Congreso las respectivas propuestas.


� ARTICULO 17. Las atribuciones del Congreso del Estado en su relación con el Poder Judicial son:  I. Nombrar, a propuesta del Ejecutivo, a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, conforme al procedimiento que establece la ley de la materia;


� ARTICULO 68. Las personas que requieran información pública deberán presentar una solicitud en escrito libre, o en los formatos sencillos que apruebe la CEGAIP. La solicitud deberá contener, cuando menos: […]  IV. Modalidad en la que solicita recibir la información pública.


� ARTICULO 10. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y de su reglamentación, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los entes obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.


� ARTICULO 69. En todo caso, las personas que así lo prefieran, podrán enviar su solicitud de información pública, utilizando los formatos y mecanismos de transmisión de datos que, a través de los medios electrónicos disponibles, implementen las entidades públicas. Dichos formatos deberán cumplir con las previsiones que se establecen en el artículo anterior.


Las entidades públicas deberán adoptar todas aquellas medidas que revistan de certeza, el envío y recepción, tanto de las solicitudes, como de las respuestas que, en su caso, les recaigan, a través de medios electrónicos.


� ARTÍCULO 99.- Para ser Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia se requiere: I.- Ser mexicano por nacimiento, y ciudadano potosino en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; II.- Tener cuando menos treinta y cinco años de edad el día de su nombramiento; III.- Tener al día de su nombramiento, título profesional de licenciado en derecho con una antigüedad mínima de diez años, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y acreditar el ejercicio profesional por el mismo tiempo; IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que haya ameritado pena privativa de libertad de más de un año; pero, si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; V.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de su nombramiento; y VI.- No haber ocupado el cargo de Secretario de Despacho o su equivalente, Procurador General de Justicia, Diputado local, o Presidente Municipal en el año inmediato anterior al día de su nombramiento.- Para ser Magistrado supernumerario deberán cumplirse los mismos requisitos. -Los nombramientos de los magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia; o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes en el ejercicio de la profesión del derecho.


� ARTÍCULO 80.- Son atribuciones del Gobernador del Estado las siguientes: […] XIII.- Proponer al Congreso, a los candidatos a ocupar los cargos de magistrados del Supremo Tribunal de Justicia; del Tribunal de lo Contencioso Administrativo; y designar a un integrante del Consejo de la Judicatura del Estado, de conformidad con la presente Constitución;


� DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS IMPRESOS QUE CONTIENEN INFORMACIÓN CONFIDENCIAL Y/O RESERVADA, SU COSTO ES INDEPENDIENTE DEL QUE GENERA LA REPRODUCCIÓN DE LA VERSION PÚBLICA RESPECTIVA. El Acuerdo General de la Comisión para la Transparencia, Acceso a la Información Pública Gubernamental y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte Justicia de la Nación, del nueve de julio de dos mil ocho, específicamente en sus artículos 92, 93, 105 y 109, establece que tratándose de documentos impresos o electrónicos en formato de imagen, la versión pública debe elaborarse sobre “copias impresas” y que previo a su elaboración deberá cotizarse su costo de reproducción conforme a las cuotas autorizadas por la Comisión, hacerlo del conocimiento del solicitante y recibir el pago correspondiente; asimismo, precisa que en los casos en que los solicitantes elijan la modalidad electrónica y la información requerida no exista en documento electrónico, el órgano que la tenga bajo su resguardo deberá generar la versión respectiva, para lo cual dispondrán de un tiempo prudente que deberá ser aprobado por el Comité o la Comisión, en su caso. Luego, es dable concluir que si bien es verdad que para tener por satisfecho el derecho de acceso a la información es necesario que ésta se proporcione en la modalidad solicitada, lo cierto es que en los casos en que para ello sea necesario generar la versión pública y/o electrónica de los documentos que contienen la información requerida, es menester que previamente el solicitante efectúe el pago del costo que genera su reproducción, el cual deberá determinarse por el área que la tiene bajo su resguardo, en la inteligencia de que el costo de la reproducción de la versión pública es independiente del costo de la reproducción de la versión electrónica. 


ARTICULO 5º. Toda la información creada, administrada o en posesión de los entes obligados, es un bien público cuya titularidad radica en la sociedad; por tanto, debe estar a disposición de cualquier persona, salvo aquélla que por la afectación de los derechos de terceros y excepciones previstas en la presente Ley, deba resguardarse por su carácter reservado o confidencial.


ARTICULO 76. Las unidades de información pública de cada entidad sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos. De no estar en sus archivos, las unidades deberán justificar la inexistencia o pérdida de la información solicitada. La obligación de acceso se cumplirá cuando el solicitante tenga a su disposición las copias simples, certificadas o cualquier otro soporte técnico, en el que se encuentre contenida la información solicitada, o cuando realice la consulta de la información en el lugar en el que ésta se encuentre. Cuando la información solicitada ya esté disponible para consulta, se le hará saber por escrito al solicitante, el lugar donde puede consultarla y las formas para reproducir o adquirir dicha información. Una vez entregada la información, el solicitante acusará recibo por escrito en el formato que le proporcione la unidad.





